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I)   NOVEDADES NORMATIVAS.-

0.  Europa.-

· La Comisión Europea en decisión de 9 de diciembre de 2008 modificó las listas de entidades adjudicadoras y poderes adjudicadores que figuran en los anexos de las directivas 2004/17 y 2004/18. Ahora se publican en el DOUE de 24 de diciembre dichas modificaciones.

· En la reunión del Consejo Europeo del pasado 11 y 12 de diciembre de 2008 se adoptó el Plan europeo de recuperación económica, que incorpora la medida de utilizar durante el 2009 y el 2010 los procedimientos acelerados previstos en las directivas sobre contratación pública para reducir de 87 a 30 días la duración de los procedimientos de licitación. El Consejo entiende que la situación de crisis económica puede considerarse causa de declaración de urgencia en la tramitación de los proyectos de obras públicas de especial significación, con la reducción de plazos en el período licitatorio prevista en las directivas. La decisión se refiere especialmente al procedimiento restringido que quedaría reducido de 87 a 30 días. Este acuerdo se hace extensivo a los ejercicios 2009 y 2010. En el mismo sentido el artículo 9.1 del Real Decreto ley 9/2008, de 28 de noviembre, que creó un Fondo Estatal de Inversión Local ya declara de tramitación urgente los contratos de obras que se licitaran financiados a cargo de dicho Fondo. 

 1.  Estado.-

· Real Decreto Ley 9/2008, de 28 de noviembre, por el que se crea un Fondo estatal de Inversión Local y un Fondo Especial del estado para la Dinamización de la Economía y se aprueban créditos extraordinarios para atender a su financiación. 

· Resolución de 9 de diciembre de 2008, de la Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, por la que se aprueba el modelo para la presentación de solicitudes, las condiciones para la tramitación y la justificación de los recursos librados con cargo al Fondo Estatal de Inversión Local creado por el Real Decreto ley 9/2008, de 28 de noviembre, por el que se crean un Fondo Estatal de Inversión Local y un Fondo Especial del Estado para la Dinamización de la Economía y el Empleo y se aprueban créditos extraordinarios para atender a su financiación (BOE 10 de diciembre de 2008).
· Resolución de 30 de diciembre de 2008, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la que se hace publico el tipo legal de interés de demora aplicable a las operaciones comerciales durante el primer semestre natural del año 2009. El tipo legal de interés de demora a efectos de los previsto en el artículo 7 de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, a aplicar durante el primer semestre natural del 2009 es el 9,50 por 100.
2.  Comunidades Autónomas.-

J) Aragón

· Ley 6/2008, de 19 de diciembre, de modificación de la Ley 6/2001, de 17 de mayo, de Ordenación y Participación en la Gestión del Agua en Aragón, en lo que se refiere a la consideración del Instituto Aragonés de Agua como Administración Pública a los efectos de la aplicación de la normativa sobre contratación del sector público (BOA de 22 de diciembre de 2008).
· Decreto 246/2008, de 23 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el por el que adaptan determinados procedimientos en aplicación del Decreto Ley 1/2008, de 30 de octubre, del Gobierno de Aragón, de medidas administrativas urgentes para facilitar la actividad económica en Aragón. La parte expositiva del Decreto dispone que: "En relación con el Registro de licitadores, y atendiendo a las finalidades del Decreto Ley, se procede a la revisión de su normativa reguladora, tanto del Decreto 82/2006, de 4 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se crean el Registro Público de Contratos y el Registro de Licitadores de la Comunidad Autónoma de Aragón, y se aprueba el Reglamento que regula su organización y funcionamiento, como de la Orden de 22 de mayo de 2006, del Departamento de Economía, Hacienda y Empleo por la que se regula el Registro de Licitadores de la Comunidad Autónoma de Aragón, en desarrollo del Decreto 82/2006, de 4 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se crea el Registro de Licitadores de la Comunidad Autónoma de Aragón y se aprueba el Reglamento que regula su organización y funcionamiento. La revisión de la normativa descrita flexibiliza el procedimiento establecido para la facilitar la concurrencia de licitadores y agilizar la tramitación de los expedientes de contratación administrativa mediante la inscripción voluntaria de las personas físicas o jurídicas que acrediten el cumplimiento de los requisitos para contratar señalados en la Ley de Contratos del Sector Público".
K)
Castilla La Mancha
· Orden de 18-12-2008, de la Vicepresidencia y Consejería de Economía y Hacienda, sobre comprobación material de inversiones.

II)   NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

Los siguientes comentarios jurisprudenciales versan sobre Sentencias, que se han considerado de interés, dictadas por el TS, en el intervalo temporal de 1 de noviembre de 2008 (última fecha a la que hacia referencia el anterior informe)  a 31 de diciembre de 2008 y por los  Tribunales Superiores de Justicia de las Comunidades Autónomas, éstas en el intervalo de 1 de octubre de 2008 a 30 de noviembre de 2008, recogidas en el repertorio de jurisprudencia de ARANZADI.

2.  Tribunal Supremo   (TS).-

· STS de 10 de noviembre de 2009 (JUR/2008/365736). Fuerza mayor y riesgo y ventura. 
Dictada con motivo de recurso de casación contra St. de la A.N. que desestima recurso contencioso administrativo interpuesto por NECSO, ENTRECANALES CUBIERTAS SA, contra Resolución de la Secretaría de Estado de Costas que desestima reclamación en concepto de daños y perjuicios causados durante la ejecución del proyecto “Recuperación ambiental del litoral del Carrer del Mar, T.M. de Campillo ( Alicante)”, por los temporales acaecidos en noviembre de 2001, marzo y mayo de 2002.

La controversia planteada radica en determinar si en el supuesto enjuiciado concurrían las supuestos de fuerza mayor enumerados en el articulo 144 de la Ley 13/1995, de 18 de mayo que expresamente incluía “los fenómenos naturales de efectos catastróficos, como maremotos, terremotos, erupciones volcánicas, movimientos del terreno, temporales marítimos, inundaciones u otros semejantes”, y por lo tanto si se excepcionaba con ello el principio de riesgo y ventura del contratista. 

A juicio del TS la calificación de la fuerza mayor no puede realizarse acudiendo a la normativa general del Código Civil sino a la especifica de la Ley de Contratos del Estado, en la que se enumeran los supuestos de fuerza mayor, si bien ello no impide utilizar los principios y conceptos jurídicos acuñados desde la doctrina y jurisprudencia civil. Recuerda que, de acuerdo con pronunciamientos anteriores, la fuerza mayor debe ceñirse al suceso que esté fuera del circulo de actuación del obligado que no hubiera podido preverse o si se hubiere previsto fuese inevitable, señalando que el mencionado articulo 144 LCAP enumera los supuestos de fuerza mayor fundándose en la existencia de un fenómeno natural y su carácter catastrófico, sin que la modalidad sea determinante.

Para el TS de los hechos probados en la Sentencia de instancia que le son vinculantes, puesto que no se invoca motivo casacional alguno porque la prueba haya sido errónea o indebidamente apreciada, se desprende que los informes aducidos por la recurrente se limitaban a describir que los tres temporales tuvieron efectos catastróficos, dañosos y ruinosos, no siendo ninguno de estos informes emitidos por el Centro Meteorológico Territorial de Valencia cuyo informe sería el único válido para acreditar los efectos catastróficos, y que de su contenido se aprecia que el tiempo reinante y el estado de la mar, según las escalas de Beaufort y Douglas, no revestían el carácter de temporal marítimo, por ende, no podían calificarse de catastróficos.

En consecuencia desestima el recurso de casación interpuesto.

· STS de 17 de noviembre de 2008. Resolución recurso cinco años después de su convocatoria. Interés general
Dictada en recurso de reposición contra St. del TSJ de Cantabria con motivo del recurso contencioso administrativo interpuesto contra resolución presunta de recurso de reposición contra Acuerdo del Consejo de Gobierno de Cantabria de diciembre de 2003 por el que se declara desierto un concurso sobre adjudicación de concesión de emisoras de radiodifusión sonora en ondas métricas con modulación de frecuencia convocado mediante orden de enero de 1998, cuyo plazo de presentación de ofertas fue ampliado en tres meses mediante resolución de junio de 1998.

La cuestión controvertida consiste en determinar si transcurridos cinco años desde la convocatoria del concurso declarar desierto el mismo es o no lo más conveniente para el interés público. El TS asume la tesis de la Sentencia de instancia por el que  si bien es cierto que el transcurso del tiempo para resolver el concurso es imputable a la Administración, no lo es menos que una vez transcurridos los tres meses objeto de prórroga para la resolución se activaba el silencio negativo con los efectos desestimatorios  propios del mismo y frente al que los licitadores podían reaccionar, circunstancia que no se produjo. Se enjuicia, no que se resuelva transcurrido cinco años, sino si declarar desierto el recurso es arbitrario o si los motivos aducidos permiten concluir que es lo más adecuado al interés público. En este sentido el TS da por validos los argumentos de la Sentencia recurrida por la que concluye que la resolución por la que se declara desierto el concurso es la más favorable a los intereses generales “aun cuando solo sea por la evidente mejora de los distintos proyectos de cara a la prestación del servicio de redifusión sonora y posibilidad de adaptación a las nuevas exigencias legales, con el correlativo incremento de la concurrencia que permite un concurso actualizado”.

3.  Tribunales Superiores de Justicia (TSJ).-

Q) Castilla y León

· Sentencia 497/2008, de 17 de octubre (JUR/2008/359585). Constitución, composición de mesa contratación.
Dictada en recurso de apelación contra Sentencia de un juzgado de lo contencioso administrativo de Burgos por el que se desestima recurso contencioso administrativo contra resolución de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Burgos que resuelve adjudicar una finca resultante del proyecto de reparcelación de una unidad de ejecución. Debe destacarse que el acto objeto de recurso se dicta ejecución de Sentencia firme del TS.

Se plantean dos bloques de cuestiones, de orden formal, relativa a supuesto defecto de forma en el nombramiento y constitución de la Mesa de Contratación, y de orden sustantivo, relativo a la inaplicación de los criterios de adjudicación. Ceñiremos nuestros comentarios a los aspectos meramente formales que pasamos a enumerar:

Defecto de forma en el nombramiento y constitución de la Mesa de contratación: Sobre gran parte de estas cuestiones se había pronunciado el TS mediante auto de 11 de mayo de 2006, dictado en la ejecutoria de la sentencia del TS mencionada. Por ello el TSJ de Castilla- León reproduce la argumentación del mismo.

Las cuestiones planteadas hacen referencia a que la mesa de contratación que ha efectuado la propuesta de adjudicación no se corresponde con la que abrió las plicas, tanto en lo referente a las personas como al número de miembros y funciones, ya que entre otros aspectos la mesa la pasan a componer 10 personas. Asimismo se aduce que los nuevos componentes de la mesa son en su mayoría técnicos  que informaron sobre aspectos del concurso a instancia del Alcalde y no a solicitud de la Mesa. Por último se arguye que la adjudicación la efectúa la Junta de gobierno Local cuando la competencia según la LBRL corresponde al Pleno.

En relación con el órgano competente para contratar, la Sentencia considera que las normas reguladoras de la competencia y el procedimiento son aplicables las que se encuentren vigentes en el momento procedimental correspondiente por lo que, en el mes de octubre de 2005 cuando se nombró y se constituyó la mesa de contratación, la Junta de gobierno local es el órgano de contratación en virtud de delegación de la Alcaldía Presidencia. Dicha delegación respeta el nuevo marco de competencias establecido en el artículo 21.1,p) LBRL, producido durante ese intervalo temporal. En ese momento la competencia para contratar correspondía al Alcalde por no superar el 10% de los recursos ordinarios del presupuesto, ni la cantidad de seis millones de euros. Se considera por ello que no es cierto la afirmación de que el órgano de contratación fuera el Pleno.

Respecto sobre la supuesta inadecuada designación de los nuevos miembros de la Mesa de Contratación por órgano distinto del órgano de contratación, la Sala considera que no hay prueba suficiente que acredite que la designación no la haya realizado el Alcalde, órgano competente originario, o la Junta de Gobierno Local, competente derivado por delegación. 

Asimismo la Sentencia considera que no cabe apreciar vicio o defecto de forma en la constitución de la mesa por el hecho de que no fueran las mismas personas que las inicialmente integrantes ni tampoco fuera el mismo número de vocales, así como que el número de miembros no vulnera el articulo 81 y DA. novena, 3 del RDL 2/2000, de 16 de junio, puesto que respeta las exigencias mínimas previstas, presidente, secretario y al menos tres vocales, dado su elevado numero de miembros. Para la Sala, asumiendo la doctrina del auto del TS ya mencionado, respecto de la identidad de los componentes de la Mesa considera que el cambio de corporación por dos veces impide física y jurídicamente que pueda darse la coincidencia entre los miembros de la mesa inicial y la mesa que propone la adjudicación,  siendo válida siempre y cuando se cumplan los criterios de composición de la Mesa determinados normativamente. El hecho de que parte de los componentes de la mesa fueran algunos de los técnicos que informaron diversos aspectos del concurso por mandato del Alcalde, no constituye irregularidad formal o procedimental alguna, máxime si la parte apelante no ha recusado a ninguno de ellos ni ha cuestionado su competencia, rigor, pericia, profesionalidad e independencia.

III)   OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES.-

0.  Circulares de la Abogacía General del Estado – Dirección del Servicio Jurídico del Estado, del Ministerio de Justicia.-

1.  Informes y Dictámenes de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Ministerio de Economía y Hacienda.-

· Informe 75/08 de 15 de diciembre de 2008. 

Acuerdo de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, de 15 de diciembre de 2008 por el que se aprueban los pliegos de cláusulas administrativas particulares para los contratos de obras ajustados a lo dispuesto en Real Decreto-Ley 9/2008, de 28 de noviembre, por el que se crea un Fondo Estatal de Inversión Local y un Fondo Especial del Estado para la Dinamización de la Economía y el Empleo y aprueba créditos extraordinarios para atender a su financiación.¡Error! Marcador no definido.
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2.  Informes y Dictámenes de los órganos consultivos de contratación de las Comunidades Autónomas.-

B)
Cataluña


Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 8/2008, de  27 de noviembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya.
Contrato de obras. Aplicación del porcentaje del 10 por 100 del precio primitivo del contrato en razón de variación de unidades de obra realmente ejecutadas sobre las previstas en las mediciones del proyecto. 

· Informe 9/2008, de 27 de noviembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya.
Acreditación de la solvencia y clasificación de una cooperativa a partir de los medios técnicos de otras cooperativas pertenecientes al mismo grupo cooperativo.

· Informe 10/2008, de 27 de noviembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya.

Régimen de contratación de las cámaras oficiales de comercio, industria y navegación de Cataluña y del Consejo General de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de Cataluña.

· Informe 11/2008, de 27 de noviembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya.

Contrato de gestión de servicio público. Posibilidad de que un organismo, entidad o ente que no tenga la consideración de Administración Pública pueda licitar y adjudicar este tipo de contrato o bien prestar directamente el servicio.

C)
Galicia


Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

D)
Andalucía

Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 13/2008, de 21 de diciembre.

Sobre capacidad de EGMASA para ser medio propio instrumental de las entidades locales.

· Recomendación 22/2008, de 22 de diciembre:

Sobre los pliegos de cláusulas administrativas particulares que los Ayuntamientos y Diputaciones podrán utilizar para la contratación de las obras financiadas mediante el programa de transición al empleo de la Junta de Andalucía (PROTEJA) aprobado por el Decreto-ley 2/2008, de 9 de diciembre.
I)
Comunidad Valenciana

Órgano:   Junta Superior de Contratación Administrativa.

· Informe 5/2008, de 17 de noviembre de 2008. 

Contratos de gestión integral de centros de reeducación de menores de titularidad pública. Tipo de contrato. Posibilidad de suscribir convenios de colaboración. Posibilidad de clasificación de entidades sin fin de lucro. 

· Informe 6/2008, de 21 de noviembre de 2008.

Posibilidad de ofertar 0 € un contrato sobre la base de la retribución por la explotación de un servicio que no es objeto de la licitación. Servicio de recogida de cadáveres en supuestos de muerte violenta o sospechosa de criminalidad por orden judicial.

J)
Aragón

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 27/2008, de 10 de diciembre.

Contrato de suministros alimenticios para residencias juveniles. Posibilidad de utilizar el procedimiento negociado sin publicidad en atención a su naturaleza de bienes perecederos y en contratos de cuantía no superior a 60.000€.

· Informe 29/2008, de 10 de diciembre.

Integración de la solvencia del licitador con medios externos.

L)
Canarias

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

O)
Islas Baleares

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
P)
Madrid

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa. 
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